
Inicialmente, se había con-
templado que el proceso partie-
ra en julio, pero finalmente co-
menzó esta semana. El martes la
ministra del Trabajo, Jeannette
Jara, encabezó la implementa-
ción de los diálogos sociales tri-
partitos, que servirán de insumo
para elaborar el proyecto de ley
sobre negociación colectiva
multinivel o ramal. El envío de la
iniciativa fue pactado a fines de
mayo con la Central Unitaria de
Trabajadores (CUT) y será antes
de fin de año.

Con este esquema, que se basa
en audiencias que convocará el
ministerio, se sigue un modelo
similar al que se usó en los diálo-
gos sociales y prelegislativos de
la fallida reforma tributaria del
Gobierno, que en 2023 rechazó
la Cámara de Diputados.

El ministerio informó que en
la primera sesión de trabajo so-
bre el proyecto participaron el
subsecretario del Trabajo, Gior-
gio Boccardo y un grupo de diri-

gentes de la CUT, liderados por
su presidente, David Acuña. Es-
te último aseguró que “para no-
sotros como CUT es muy impor-
tante poder generar y dar el pun-
tapié inicial a estos diálogos”.
Además estuvo Fabio Bertra-
nou, director de la Organización
Internacional del Trabajo (OIT)
para el Cono Sur de América La-
tina; y María Carolina Martin,
especialista de la OIT.

En mayo cuando se anunció el
acuerdo con la CUT para la re-
forma que regulará la negocia-
ción colectiva más allá del nivel
de la empresa, como opera hoy,
el Ejecutivo comprometió que
como parte del diálogo tripartito
se iba a invitar a la contraparte
empresarial representada por la

Confederación de la Producción
y del Comercio (CPC). Sin em-
bargo, la multigremial se restó
de la primera convocatoria y cri-
ticó la idea de avanzar en este te-
ma. “La negociación colectiva
ramal es una mala política públi-
ca, que puede terminar perjudi-
cando a los propios trabajadores
y al desarrollo del país (...). Lo
que Chile necesita hoy no es una
mesa para elaborar un proyecto
de ley sobre negociación colecti-
va multinivel, sino una agenda
laboral que aborde los complejos
desafíos que enfrenta el mundo
del trabajo, marcado por la per-
sistencia del alto desempleo, la
prolongada baja en la producti-
vidad, los altos niveles de infor-
malidad, la migración laboral

critica que “con total desconoci-
miento de la realidad que pade-
cen las mipymes, la ministra Jara
insiste en llevar adelante este
proyecto de negociación ramal,
sin comprender que las Mip-
ymes no podrían competir con
las condiciones de remunera-
ción de las grandes empresas”.

Frente a la negativa de los gre-
mios, desde el Ministerio del Tra-
bajo aclararon que “el proceso de
los diálogos recién comienza y
vienen más audiencias”. Precisan
que “están invitadas organizacio-
nes empresariales como la CPC y
nueve organizaciones de pymes
(Conupia, Conapyme, Asexma,
Multigremial), además de la
CUT, la CAT, la UNT, la CTCH,
entre otras”.

ción que tanto necesitamos en
nuestro mercado laboral”.

Pymes también
se restan

En la misma línea, una carta
enviada al Gobierno por gre-
mios pyme como la Multigre-
mial Nacional, la Asech y Confe-
dechtur cuestiona la convocato-
ria para avanzar en negociación
ramal. “Para hoy jueves 22 de
agosto de 2024, el Ministerio del
Trabajo había citado para lo que
ellos denominan ‘Diálogos de
Negociación Colectiva Ramal
(Multinivel)’, actividad que por
oposición de los gremios fue
postergada”, parte señalando la
misiva. También el documento

irregular”, dijo el presidente de
la CPC, Ricardo Mewes.

También en un tono crítico so-
bre la iniciativa se manifestó la
presidenta de la Sofofa, Rosario
Navarro: “Siempre nuestro pro-
pósito va a ser aportar en el deba-
te de políticas públicas que con-
tribuyan al crecimiento, a la crea-
ción de empleo y al bienestar de
la población. Impulsar una nego-
ciación colectiva multinivel o ne-
gociación ramal, puede generar
efectos negativos en el empleo,
en la productividad, y, por lo tan-
to, en las remuneraciones, ya que
puede rigidizar el mercado labo-
ral y la relación entre trabajado-
res y empleadores”, advirtió Na-
varro, quien además pidió “prio-
rizar la flexibilidad y la innova-

Esta semana el Gobierno comenzó el proceso:

CPC y pymes se 
restan de inicio de diálogo
para preparar proyecto 
de negociación ramal

Solo se contó en la primera instancia con
la participación de la OIT y la CUT.
Empresarios afirman que una iniciativa
que regule los acuerdos multinivel “es
una mala política pública”. 

J.P. PALACIOS

La primera sesión de los diálogos para la negociación multinivel se desarrolló en el Ministerio del Trabajo. 
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Uno de los nudos sin resolver
en la reforma de pensiones está
en la distribución de la cotiza-
ción adicional del 6% de cargo
del empleador que contempla el
proyecto. Hasta ahora, en sus di-
ferentes propuestas, el Ejecutivo
ha planteado que al menos tres
de esos puntos deberían desti-
narse a financiar lo que denomi-
nan “seguro social”, beneficio
que incluye el pago de una ga-
rantía para los actuales pensio-
nados y compensa brechas de
género al momento de jubilar. 

Sin embargo, tomando en
consideración datos reales ac-
tualizados a diciembre pasado,
un estudio del Observatorio
Perspectivas —ligado a la Aso-
ciación de AFP— calcula que,
como máximo, el costo de todos
los beneficios del componente
de “solidaridad” sería equiva-
lente a 1,7% de cotizaciones; es
decir, prácticamente la mitad de
las estimaciones contenidas en el
proyecto de ley.

Los cálculos

Para estimar el costo de los be-
neficios asociados a la garantía
del seguro social (ver recuadro),
el estudio toma los datos sobre el
monto promedio de las pensio-
nes pagadas en diciembre de
2023, extrae de ahí el número de
beneficiarios según la cantidad
de años que cotizaron, y usa la
mediana de esa muestra. 

Con este cálculo, se obtiene
que financiar un aporte de 0,1
UF por año cotizado para hom-
bres y mujeres a partir de cinco
años de contribuciones —como
plantea el proyecto de ley— ten-
dría un costo cercano a US$
1.244 millones, equivalentes a
un 1,4% de cotización (ver tabla). 

El segundo beneficio que con-
templaría el seguro es el deno-
minado “bono tabla”, que busca
equiparar las diferencias por ex-
pectativas de vida entre hom-
bres y mujeres al pensionarse.

En este caso, considerando que
esa brecha en pensiones se esti-
ma en un 14%, a partir de los da-
tos de diciembre pasado se de-
termina un costo de US$ 231 mi-
llones, o 0,07% de cotización. 

Ambos beneficios, sumados,
contemplan un costo del 1,65%,
expresados como porcentaje de
contribución previsional. El últi-
mo cálculo del Ejecutivo hablaba
de destinar dos puntos a la ga-
rantía y uno al bono tabla. Pers-
pectivas también calcula que, de
proceder con esta fórmula de fi-

nanciamiento, habría un superá-
vit anual injustificado de unos
US$ 1.350 millones.

Focalización y tope

Aunque en el escenario seña-
lado se contemplaría este costo
del 1,65% de la nueva cotización,
Perspectivas también realiza
cálculos alternativos en base a
supuestos de la discusión. Una
de las variables que incorpora es
el incremento del tope imponi-
ble que contiene el proyecto de

ley, elemento que implica un
mayor valor proporcional por
cada punto base de contribución
a la pensión. De tomar en cuenta
ese factor, el costo se reduce has-
ta un máximo de 1,3%.

Por otra parte, la Comisión
Técnica que analizó los conteni-
dos de la reforma planteó que si
bien se debería considerar la ga-
rantía para los actuales pensio-
nados, el beneficio tiene que ser
transitorio y focalizado en aque-
llos grupos que acumulan más
años de cotización. Aunque los

expertos no especificaron un
umbral, simularon escenarios de
entre 10 y 15 años de aportes, con
estimaciones de costos de entre
1,2% y 1,6% de cotización. 

El estudio de Perspectivas es-
tima que, en un escenario con
ajuste de tope imponible y foca-
lización en cotizantes con al me-
nos 10 años de aportes, el costo
del seguro social cae a 1,2%. Si se
reduce al grupo con al menos 20
años de cotización, disminuye a
1%. En este último caso, el más
“conservador”, el costo moneta-
rio sería de US$ 1.171 millones,
equivalentes a 0,35% del PIB.

Solidaridad y
sostenibilidad

En el análisis que realizó la
Comisión Técnica convocada
por la comisión de Trabajo del
Senado sobre la reforma previ-
sional, el director ejecutivo de
Perspectivas, Gabriel Cestau,
cree que lo más relevante es con-
tar con un diagnóstico de aque-
llos grupos que deben ser bene-
ficiados, eventualmente, por el
seguro social. Sin embargo, opi-
na que estos resultados refuer-
zan la tesis de que no es viable
financiar este beneficio con es-
quemas de reparto, en una socie-
dad que envejece: “Corre riesgo
de insolvencia futura y de cargar
la mano sobre los trabajadores
actuales. Cuando uno está que-
riendo resolver un problema ac-
tual de personas, lo ideal sería
abordarlo directamente sobre
ellas y no indirectamente a tra-
vés del sistema de pensiones”.

Por otro lado, el académico
UC Hugo Cifuentes, abogado
experto en materias de seguri-
dad social, considera que este se-
guro es necesario para lograr
pensiones que sean sostenibles
económica y socialmente, “por
la legitimidad que los usuarios
deben percibir del sistema”.
Añade que aumentar cotizacio-
nes, mejorar el sistema y modifi-
car parámetros generan mejoras
a futuro, pero plantea: “¿Qué
hacemos con las diferencias de
género y los actuales pensiona-
dos? En la realidad que nos toca
enfrentar, en el Chile de hoy, se
requiere solidaridad. Lo demás,
¿subir impuestos?”.

Estudio de Observatorio Perspectivas calcula, como máximo, un costo equivalente a 1,7% de cotización:

“Solidaridad” en reforma previsional costaría
la mitad de lo planteado por el Gobierno

JOAQUÍN AGUILERA R. Sumando la garantía por años cotizados
con la compensación por una mayor
expectativa de vida para las mujeres, el
informe estima que el “seguro social”
equivale a unos US$ 1.475 millones.

n Los distintos componentes 
y la solidaridad en la iniciativa
n Garantía por años cotizados. El seguro social en el proyecto de ley
establece un instrumento de solidaridad intergeneracional en esquema
de reparto. Actuales cotizantes financiarían un aporte de 0,1 UF por
año cotizado hacia los actuales pensionados, con un tope de 3 UF (30
años). La última exposición del Gobierno en el Senado focalizaba este
aporte en aquellos con al menos 5 años de cotización, y extendía su
vigencia hacia quienes jubilen por los próximos 20 años. El costo sería
financiado con un 2% de la nueva cotización de trabajadores actuales. 
n Bono tabla. El segundo componente de “solidaridad” en el seguro
social de la reforma dice relación con una transferencia intragenera-
cional, que se ha denominado “bono tabla”. Consiste en un aporte
directo para compensar la merma en la pensión de las mujeres, dada
por sus mayores expectativas de vida a la hora de jubilar. El objetivo es
igualar la pensión de hombres y mujeres con el mismo nivel de ahorro,
y se financiaría con cargo a un 1% de la nueva cotización.
n Tope imponible. Otro de los cambios apunta a aumentar de forma
gradual el tope de renta imponible sobre la cual se calcula el porcentaje
de cotización, desde su monto actual (cercano a $3 millones) hasta
equiparar el tope del Seguro de Cesantía (cerca de $4,8 millones). De
esta manera, se incrementa el volumen de ahorro que proporcional-
mente representa cada punto de contribución.

n Ministra Jeannette Jara atribuye informalidad laboral a “crisis de legitimidad”
de las AFP: “Es de tal envergadura que muchas personas optan por no cotizar”
La ministra del Trabajo, Jeannette Jara, aseguró que una

de las causas del incremento en la informalidad laboral
radica en la disconformidad ciudadana con las AFP. 

Específicamente, la secretaria de Estado fue consultada
por la caída en el número de cotizantes de las AFP, según
los registros de la Superintendencia de Pensiones. Respon-
dió que, frente a esta realidad, “la principal medida es que
queremos sacar adelante una reforma previsional que haga
que las pensiones finales de los cotizantes sean de montos
suficientes. Esto, porque la crisis de legitimidad del sistema
de AFP es de tal envergadura que muchas personas optan
por no cotizar o trabajar en la informalidad, en vez de hacer
este ahorro que es para la vejez. Es un dato muy complejo
en un sistema que se ha resistido durante más de una déca-

del INE, si se considera solo a los ocupados del sector pri-
vado con contrato en el trimestre terminado en junio, tal
como publicó “El Mercurio” el viernes pasado.

Aquella medición, elaborada por la plataforma privada
Buk, reportó —entre mayo y julio— una contracción del
empleo de 1,5% en doce meses. Esta muestra más de 6.000
empresas y más de 500 mil colaboradores contratados a
tiempo completo en el sector privado.

A nivel global, el último reporte del INE, para el trimestre
móvil abril-junio, cifró la tasa de ocupación informal en 28,2%,
algo por encima del 27,2% observado hace un año atrás. De
acuerdo a este reporte, la tasa de informalidad es más alta en
mujeres (29,9%) que en hombres (26,9%), y se concentra
mayormente en los hogares como empleadores (58,6%).

da para hacer que los cambios cursen”.
La situación a la que se refirió la ministra dice relación

con cifras de junio, donde el regulador previsional estimó
que los cotizantes de AFP de hasta 35 años de edad dismi-
nuyeron en 100.000 durante los últimos doce meses, según
reportó ayer Diario Financiero.

Los registros administrativos de la superintendencia
también han constatado una tendencia distinta a la medi-
ción general del Instituto Nacional de Estadísticas (INE), en
cuanto a una mayor debilidad en la creación de puestos de
trabajo. Si bien los datos administrativos tienen un rezago
de dos meses respecto de la Encuesta Nacional de Empleo,
muestran una caída de 1% en el registro de cotizantes de-
pendientes, versus un alza de 2,1% en los datos nacionales
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